
RESOLUCIÓN 

NIREF: RT 0270/1017, RT 0271/1017 

FECHA: 21 de mayo de 2018 

Consejo de 
T .-:tnS;ptvoncl:t y 
Buon Gobierno 

PRESIDENCIA 

ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno. 

En respuesta a las Reclamaciones con números de referencia RT/0270/2017 y 
RT/271/2017 presentadas por , el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, y Fundamentos 
Jurídicos que se especifican a continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

11. ANTECEDENTES 

1. En fecha 26 de julio de 2017 tuvo entrada en este Consejo, Reclamación formulada 
por el interesado al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
(en adelante, la LTAIBG), al no recibir respuesta a la solicitud de información 
dirigida al Ayuntamiento de Madrid. 

2. La presente Reclamación trae causa de la solicitud de información, insertada dentro 
del recurso de potestativo de reposición interpuesto por el interesado, formulada el 
5 de mayo de 2017, en la que, en concreto, solicitaba lo siguiente: 

1. Copía de /as actas y de/íberacíones de la denomínada Comísíón de la 
Memoría Hístóríca, desde su constítucíón, a /os efectos, entre otros, de 
comprobar /as propuestas, así como /as razones de lega/ídad y acomodo en 
su caso, en la cítada Ley de la Memoría Hístóríca. 

2. Copía íntegra del acta de la sesíón de 28 de abrí/ de 2017, del Pleno del 
Ayuntamíento, a /os efectos, entre otros, de determínar la justífícacíón y el 
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alcance del Acuerdo, así como para identificar a las personas 
eventualmente responsables de la decisión. 

3. Copia del expediente Municipal de nombramiento individualizado, en su día, 
de la calle “Caídos de la División Azul”, cuyo nombre se pretende cambiar, 
a los efectos entre otros, de determinar la existencia de dicho 
nombramiento del componente necesario de exaltación de la sublevación 
militar de 1936, de la guerra civil o de la represión de la dictadura. 

De estos tres puntos el Ayuntamiento de Madrid mediante escrito 2017/0396981 
firmado el 22 de mayo de 2017 concede y proporciona la documentación solicitada en 
el punto 1. 

3. Tras la interposición de la reclamación por parte del interesado, mediante escrito 
de 2 de agosto de 2017, por la Oficina de Reclamaciones de las Administraciones 
Territoriales de este Consejo se dio traslado del expediente a la Dirección General 
de Transparencia y Atención a la Ciudadanía del Ayuntamiento de Madrid a fin de 
que, en el plazo de quince días hábiles, formulasen las alegaciones que estimasen 
convenientes y aporten la documentación en  la se fundamenten las mismas. 

4. El 11 de agosto se reciben las alegaciones en las que, en síntesis, se indica que: 

- El día 10 de mayo se presentan por  sendos 
recursos de reposición contra el acuerdo de Junta de Gobierno de la ciudad de 
Madrid de fecha 4 de mayo de 2017 por el que se modifica la denominación de 
varias calles de la ciudad de Madrid, en concreto en ellos se refiere a las calles 
Caídos de la División Azul y Crucero Baleares. En esas fechas son 
presentados un total de 771 recursos con un contenido idéntico. 

- El 8 de junio de 2017 se adopta resolución por el Secretario General del Pleno 
de ampliación de plazo para resolver las solicitudes. Ante el elevado volumen 
con un contenido idéntico, se procede el 5 de julio de 2017, a la publicación en 
la página web (www.madrid.es) del expediente administrativo completo. 

- Respecto a la petición del acta de la sesión del Ayuntamiento de 28 de abril, se 
entiende atendida. Periódicamente se publican en la mencionada página web. 

- Desde julio se ha venido comunicando a todos los solicitantes la publicación 
realizada, señalándoles el procedimiento para la solicitud de copia del 
expediente municipal de nombramiento individualizado de la calle, por no estar 
sujeto a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, sino a la 
Ley 16/1985, de 25 de junio de Patrimonio Histórico Español. Por problemas 
informáticos, ha tenido salida mediante correo certificado en el día de hoy 11 
de agosto de 2017 y será recibida por el interesado en las próximas fechas.” 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 
artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
el Presidente de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 “1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en 
los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen 
las Comunidades Autónomas. (…).  

2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en el que 
se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los gastos 
derivados de esta asunción de competencias”. 

En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Comunidad de Madrid (Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno) suscribieron el pasado 2 de 
noviembre de 2016 un Convenio para el traslado  del ejercicio de la competencia 
para la resolución de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno  -BOE, n. 13, de 16 de enero de 2017- en los supuestos de 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y por las Entidades 
Locales incluidas en su ámbito territorial, así como por los entes, organismos y 
entidades integrados en el sector público autonómico o local. 

3. La primera cuestión en la que debemos centrar nuestra atención es la relativa a la 
acumulación de las Reclamaciones con números de referencia RT/0270/2017 y 
RT/0271/2017.  
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De acuerdo con los antecedentes que obran en el expediente, sumariamente 
reseñados en esta Resolución, se advierte (i) que tanto el sujeto reclamante como 
el reclamado resultan coincidentes en todas ellas; (ii) el objeto de las mismas se 
circunscribe a documentos relacionados con la misma actividad en todos los casos 
y, finalmente, (iii) el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno es el órgano que 
ha de tramitar y resolver las dos Reclamaciones interpuestas.  

De lo anterior, y en aras al cumplimiento del principio de economía procesal, por 
parte de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se considera cumplido el 
requisito material de “identidad sustancial o íntima conexión” entre todas ellas al 
que alude el artículo 57 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por lo que procede su 
acumulación y la tramitación conjunta de las dos reclamaciones mencionadas. Y 
ello sin perjuicio, claro está, de resolver cada una de las cuestiones planteadas 
según prescribe el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

4. Precisadas las reglas sobre competencia orgánica para dictar esta Resolución, la 
primera cuestión que debe analizarse se trata de un aspecto de carácter formal. En 
este sentido, resulta necesario recordar que las reglas generales del procedimiento 
de ejercicio del derecho de acceso a la información pública se abordan en los 
artículos 17 a 22 de la LTAIBG, especificándose en el artículo 20.1, en lo que 
atañe a la resolución de las solicitudes de información, que,  

“La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al 
solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo 
máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente 
para resolver. 

Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la 
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa 
notificación al solicitante.” 

Mientras que, por su parte, el apartado 4 del mismo artículo dispone lo 
siguiente: 

“Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y 
notificado resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido 
desestimada.” 

Del precepto trascrito se infieren dos cuestiones. La primera de ellas consiste 
en la existencia de una regla procedimental específica aplicable a aquellos 
casos de considerables solicitudes de información en atención a su volumen o 
complejidad. En efecto, en el segundo párrafo del artículo 20.1 de la LTAIBG 
se prevé que cuando concurra el supuesto de hecho de que “el volumen o la 
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa 
notificación al solicitante”, la consecuencia jurídica será que la administración 
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pública que ha de resolver la solicitud de acceso a la información tiene la 
posibilidad de ampliar el plazo de un mes del que dispone para dictar y notificar 
la resolución por otro mes adicional. La administración municipal, en el 
presente caso, aplicó la ampliación del plazo acabada de reseñar, tal y como 
se deduce de los antecedentes obrantes en el expediente, de modo que 
disponía de dos meses para dictar y notificar la resolución en materia de 
acceso a la información contractual solicitada. 

La segunda consecuencia que se deriva del señalado precepto, que guarda 
relación con la anterior, consiste en que el artículo de referencia vincula el 
comienzo del cómputo del plazo de un mes del que dispone la administración 
para resolver, mediante resolución expresa o por silencio administrativo, a la 
fecha en que la solicitud tenga entrada en el registro del órgano competente 
para resolver. En el caso que nos ocupa, según se desprende de los 
antecedentes, tal fecha es el 5 de mayo de 2017, de manera que el órgano 
competente de la administración municipal disponía de un mes –hasta el 5 de 
julio de 2017- para dictar y notificar la correspondiente resolución.  

Según consta en el expediente, el Ayuntamiento de Madrid facilitó un CD con  
parte de la información solicitada. El 5 de julio de 2017 publica en la página 
web municipal (www.madrid.es) el expediente administrativo completo de 
cambio de denominación de las calles y con respecto a la información de la 
petición del acta, la entiende atendida con la publicación que periódicamente 
realiza en la mencionada página web. Asimismo con a la copia del expediente 
municipal de nombramiento individualizado indica que se está comunicando 
desde el mes de julio a todos los solicitantes de la información, señalándoles 
además el procedimiento para la solicitud de copia del expediente municipal de 
nombramiento individualizado de la calle, por no estar sujeto a la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, sino a la Ley 16/1985, de 
patrimonio Histórico Español. 

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ha elaborado el Criterio 
Interpretativo CI/009/2015, de 12 de noviembre, relativo a la relación entre 
publicidad activa y derecho de acceso a la información y que en síntesis 
establece lo siguiente: 

I. De acuerdo con la LTAIBG, y teniendo especialmente en cuenta el 
artículo 1, el artículo 10.2 y la propia estructura sistemática de la norma, 
la publicidad activa y el derecho a la información son dos caras distintas 
de una misma realidad: la transparencia de la actividad pública. En un 
caso -publicidad activa, también llamada transparencia activa- se 
configura como una obligación de las instituciones y de 
Administraciones públicas; en el otro -acceso a la información o 
transparencia pasiva- se configura como un derecho de las personas, 
basado en el artículo 105.b) de la Constitución. 
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En ambos casos la finalidad es garantizar que los ciudadanos conozcan 
la organización y el funcionamiento de sus instituciones públicas (…). 
De este modo, parece claro que no debe limitarse o restringirse el 
ámbito del derecho de acceso de los ciudadanos exclusivamente a las 
informaciones o datos que no estén sometidos a publicidad activa. (…). 

II. A mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que: 

• La definición de información pública accesible a través del 
ejercicio del derecho de acceso (artículo 12 de la LTAIBG), no 
restringe en modo alguno el contenido de esa información por 
estar o no sometida al régimen de publicidad activa. 

• En la Ley, la publicidad activa no lleva en ningún caso aparejada 
una obligación de consulta por parte de los interesados. (…).Se 
concreta en la publicación por los organismos o instituciones 
públicas de los datos e informaciones establecidos en las 
“correspondientes sedes electrónicas o páginas web”, o en el 
Portal de Transparencia de la Administración, bien que con una 
serie de características tendentes a hacerla actual, accesible, 
comprensible y de acceso fácil.  

• Finalmente, el artículo 22.3 de la LTAIBG regula el supuesto 
genérico de que la información solicitada vía derecho de acceso 
haya sido objeto de publicación previa, supuesto que, 
indudablemente, incluye la publicación de esa información en 
cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa. En este 
sentido, señala que la resolución podrá limitarse a indicar el 
lugar o medio en que ésta se ha publicado. (…)la posibilidad (no 
la obligación) de que la resolución del mismo se limite a indicar 
el lugar o medio de publicación que, en todo caso, deberá ser 
objeto de una referencia explícita y determinada, no de una 
simple indicación genérica. 

De este modo, en función del Criterio Interpretativo trascrito, se deduce que el 
Ayuntamiento de Madrid disponía de dos posibilidades de actuación para 
satisfacer el derecho de acceso a la información del ahora reclamante: o bien 
enviarle la información solicitada, o bien remitirle la concreta dirección URL en la 
que se encuentra publicada la especifica información solicitada. En el caso que 
ahora nos ocupa la Corporación municipal no ha realizado ninguna de las dos 
posibilidades señaladas motivo por el que, en consecuencia, procede estimar la 
reclamación en este aspecto concreto con relación a los puntos 2 y 3 de la 
originaria solicitud de acceso a la información. 

Igualmente, teniendo en cuenta que la solicitud fue presentada el pasado 5 de 
mayo de 2017, el expediente se ha resuelto incumpliendo tanto los plazos fijados 
en la LTAIBG, como las reglas generales sobre formalización  de acceso a la 
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información del artículo 22 de la LTAIBG. De este modo, siguiendo el criterio 
establecido en anteriores resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno –entre otras, las números R/272/2015, de 6 de noviembre; R/355/2015, 
de 10 de diciembre; y, finalmente, R/388/2015, de 17 de diciembre- ha de 
concluirse estimando la reclamación planteada.  

III. RESOLUCIÓN 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  

PRIMERO.- ESTIMAR la Reclamación presentada, por entender que el Ayuntamiento 
de Madrid ha incumplido los plazos previstos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno para resolver las 
solicitudes de acceso a la información. 

SEGUNDO: INSTAR al Ayuntamiento de Madrid  a que en el plazo de quince días 
facilite la información solicitada y no satisfecha, así como que en el mismo plazo de 
tiempo traslade a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno copia de la 
información solicitada que acredite el cumplimiento de esta resolución 

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

En consecuencia, contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de recurso contencioso-
administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de 
Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de su notificación, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 

EL SUBDIRECTOR GENERAL DE   
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 

Fdo.: Francisco Javier Amorós Dorda 

FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 21/05/2018 14:24 | NOTAS : F




